Carátula 
(Ingresan a Sala representantes de la Asociación de Cultivadores de Arroz y de la Gremial de Molinos Arroceros) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene el agrado de recibir a los representantes de la 
Asociación de Cultivadores de Arroz y de la Gremial de Molinos Arroceros, a quienes les ofrecemos la palabra. 


SEÑOR CARDOZO.- Ante todo, queremos agradecer a la Comisión por la celeridad con que nos ha recibido ante nuestro pedido, 
pero es un tema en el que los plazos apremian y no podíamos de ninguna manera no hacernos presentes en esta Comisión como 
lo hicimos en la Comisión de la Cámara de Representantes el día martes. 


Nuestros asesores van a entrar en mayores detalles desde el punto de vista jurídico, pero en resumen el problema que queremos 
plantear está referido al artículo 2? del proyecto de reforma constitucional, que establece, como excepción única, que las aguas 
pluviales son de dominio privado. 


El señor Presidente sabe bien que el sector más extensivo en riego de la República -diría que casi el único- es el arroz, y estamos 
trabajando en base a un sistema híbrido porque si bien la legislación actual establece que las aguas pluviales son de uso privado, 
se ha logrado, a nivel de distintas leyes y en base a concesiones y permisos que otorga la Dirección Nacional de Hidrografía del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que el sistema de represas funcione con aporte de aguas pluviales. Ahora bien, si se 
aprueba este proyecto de reforma, la norma pasa a estar incluida en la Constitución, es decir que ya no sería un problema legal 
sino constitucional, y no tenemos ninguna duda de que va a aparecer una serie de problemas gravísimos para el sector. Vamos a 
poner como ejemplo una represa que hoy cuente con un permiso de la Dirección Nacional de Hidrografía, que esté funcionando y 
que tenga un aporte de predios linderos o traslinderos. En este caso cualquiera de esos señores, con el derecho que le otorgaría la 
Constitución, podría decir: "Esta agua es mía, no corre más, y si quiere que corra tendremos que empezar a hablar". 


No quiero abundar en detalles porque esta es una presentación somera. Me gustaría que los doctores Navarro y Polak se 
explayaran más sobre el tema en cuestión. 


SEÑOR NAVARRO..- En primer lugar, quiero señalar que soy asesor del sector arrocero. Concretamente queremos manifestar la 
inquietud que tenemos con respecto al artículo 2? de la iniciativa que está a estudio en este ámbito, tal como lo expresó el señor 
Cardozo. Hay que hacer notar que ante la posibilidad de que pudiera haber un proyecto alternativo, hemos visto que otros sectores 
que también están involucrados se han movilizado en función de otros aspectos diferentes a los nuestros. Digo esto porque la 
iniciativa tiene varios aspectos. En primer lugar, el programático, que tiene que ver con la política del agua; en segundo término, 
estaría el dominio del agua; tercero, los usos del agua como, por ejemplo, el servicio del agua potable y el saneamiento y cuarto la 
indemnización por las consecuencias que podría acarrear el proyecto. 


Pero lo que a nosotros en particular nos preocupa es el artículo 2” que se refiere al dominio del agua. ¿Por qué? Porque para el 
sector siempre fue una reivindicación -y es así desde hace muchos años- el hecho de que se respetaran dos principios 
fundamentales que la propia norma que se propone lo dice: el ciclo hidrológico y un recurso unitario. Con respecto a esto último, 
quiero resaltar que el ciclo hidrológico es uno solo y no se puede cortar a nivel de aguas pluviales porque es el enlace entre la 
atmósfera y la tierra. 


El aspecto fundamental que nos preocupa tiene que ver con lo siguiente. Ha habido una serie de propuestas desde el año 1944 
hasta la última ley, que es del año 1999, que han significado un avance en la legislación vigente y que han tratado de circunscribir 
cada vez más el concepto de propiedad sobre las aguas a los efectos de que el dominio público fuera mayor y, por consiguiente, 
pudiera ser administrado por el Estado. Hay que destacar que todas estas leyes se referían a la irrigación pero no incluían los 
demás aspectos. 


El segundo punto que queremos aclarar para tener presente cuál es el problema es con respecto a las aguas. Éstas son pluviales y 
terrestres, y las terrestres pueden ser superficiales, subterráneas o manantiales. También pueden clasificarse en corrientes, que 
son los ríos y arroyos, y detenidas, que son los lagos y las lagunas. Quiero hacer esta salvedad porque cuando hablamos de 
determinados conceptos tenemos que tener bien claro sobre qué estamos hablando. 


Con respecto al dominio del agua, en la legislación vigente tenemos que son de dominio privado las aguas pluviales, los 
manantiales, las aguas subterráneas, los lagos y las lagunas en la medida en que estén dentro de un predio privado; y cuando 
están en predios públicos, se consideran públicas. A su vez, sobre los ríos y arroyos navegables y flotables, el propio Código de 
Aguas establece que son públicas pero no dice nada acerca de los ríos y arroyos que no son navegables y flotables. Hasta ahora 
esto se consideraba "rei nulis", o sea, propiedad de nadie y lo mismo sucedía con las cañadas. Esas fueron las leyes que 
avanzaron en el tema. O sea que en el año 1944 para generar fuerza hidroeléctrica o irrigación, se entendió que los ríos y arroyos 
no navegables y flotables pasaban a dominio público o eran propiedad del Estado y en 1999 se hizo lo propio con las cañadas. 
¿Por qué? Porque el Estado perdió en los últimos tiempos varios juicios por cifras millonarias debido a que se entendía que las 
aguas de las cañadas eran pluviales y, por lo tanto, privadas. 


Ese es un aspecto muy importante a tener en cuenta en este momento para analizar el tema. Es la primera vez que se propone una 
norma constitucional, una norma de esta magnitud que, por lo general, en la legislación comparada no existe. También es la 
primera vez que se establece un dominio público mediante una norma constitucional, lo cual en nuestra Legislación se define 
legalmente. Esto quiere decir que en ese acercamiento que vivió el sector durante mucho tiempo nunca se perdió la esperanza de 
lograr que toda el agua fuera pública y estuviera correctamente administrada en defensa de los derechos adquiridos, de las 
inversiones privadas, fundamentalmente por casos como el que ha mencionado el señor Cardozo y otros de tipo práctico que serán 
expuestos por el doctor Pollak. Esta norma, al exceptuar dentro del ciclo hidrológico justamente a las aguas superficiales -un 
concepto que parece muy inocente, pero que tiene una enorme repercusión- puede llevarnos a una incertidumbre jurídica que 
retrotrae con respecto al concepto que hoy está vigente. Digo esto porque lo que establecen las leyes de 1999 y de 1944 hoy 
puede ser puesto en cuestión en cuanto a que se trate de aguas pluviales o no. Como la norma constitucional no discrimina entre 


aguas pluviales para irrigación, o para uso hidroeléctrico, o que corran por el campo, mañana un tribunal de justicia del país podría 
entender que esas aguas son privadas lo cual nos llevaría a enfrentar enormes problemas de administración de un recurso tan 
importante para el sector arrocero como es el agua. 


SEÑOR POLLAK.- Quisiera hacer una serie de puntualizaciones. 


En primer lugar, que la gestión de los recursos hidráulicos por parte del Estado surgió a raíz de una sequía muy grande en el año 
1966, cuando cada arrocero debió hacer una taipa con bolsas para extraer agua y regar; incluso, se produjeron acciones armadas. 
En ese momento, el propio sector pidió la intervención del Estado para regular ese asunto. A partir de entonces, se asumió que la 
mejor seguridad que podían tener los públicos y los privados con respecto a la administración del recurso era que estuviera a cargo 
del Estado. Se podría establecer un símil diciendo que la mejor garantía de seguridad que tiene la propiedad privada es que el 
Registro de Traslaciones de Dominio sea llevado por el Estado. En este caso, funcionaría de forma parecida. 


En el año 1979 se aprobó el Código de Aguas y hubo problemas de tipo constitucional para incorporar determinadas aguas al 
dominio público, puesto que no se puede transferir legalmente una propiedad privada al ámbito público, ya que es inconstitucional. 
Se dejó fuera a las aguas pluviales y quedó sin resolución la cuestión de los cursos no navegables. 


En 1999 -recuerdo que el actual Senador Mujica estaba presente en la Comisión de la Cámara de Representantes- se aprobó una 
ley mediante la que se hizo un artilugio: se interpretó la vieja ley del año 1944, que era sólo para riegos y obras hidráulicas, 
diciendo que las cañadas eran una forma de arroyo no navegable. De esta forma, se le daba un sustento y se permitía la 
continuación y seguridad de 500 ó 600 represas. Aclaro que generalmente se cree que las represas para río están en arroyos 
navegables, pero en realidad se ubican en puntas de arroyo o en puntas de cañada. La macrorepresa casi no existe, lo que hay 
son represas ordinarias. 


Una razón que avala la administración de este recurso por parte del Estado son los emprendimientos termales. Se ha dado el caso 
de que una empresa realiza un pozo y luego un hotel, otra empresa, hace lo mismo y el ejemplo se sigue repitiendo. Pero un día se 
termina el agua y todos se vuelven pueblos fantasmas, porque cada uno era dueño del pozo, hacía lo que quería y terminamos 
perdiendo todos. 


Y en esto se da lo mismo. ¿Qué pasa si a una represa instalada, aguas arriba se coloca otra? ¿O para que no se le instale le cobra 
un peaje o un canon? Es una forma de limitar el crecimiento o encarecerlo. Entonces, la tendencia mundial es que todas las aguas 
sean públicas -que las gestione el Estado- y en los países donde no es así es por restricciones jurídicas. En el caso del Uruguay la 
restricción es constitucional. La única forma de sortear esto es reformando la Constitución e incorporándolo. ¿Qué peligro en 
potencia vemos ahora? La Ley de 1999 define que las cañadas son una forma de arroyo no navegable. Ahora bien, si la 
Constitución dice que están exceptuadas del dominio público las aguas pluviales, entonces se puede cambiar de cancha y podría 
suceder que en una cañada concreta, una persona traiga un geógrafo o un hidrógrafo de primera línea que le diga que esas aguas, 
por más que la ley lo diga, son técnicamente pluviales. Entonces pasaría a ser inconstitucional en ese caso específico porque el 
Estado no podría dar derechos sobre esa cañada concreta. 


Por lo tanto, se crea una fuerte incertidumbre en todo lo que se logró avanzar, especialmente, cuando la Ley de 1999 creó una 
especie de "pax romana" en materia de represas. Es decir que calmó todas las aguas, no hubo un conflicto, ni una reclamación de 
inconstitucionalidad. Pero con la actual puesta en escena del problema hay riesgo de una gran conflictividad. 


SEÑOR MANINI.- En primer lugar, en nombre de la Asociación de Cultivadores de Arroz, quiero expresar nuestro agradecimiento 
por escuchar nuestro planteo. Ya nos habíamos presentado en la Comisión respectiva de la Cámara de Representantes y hoy 
queremos hacerlo aquí para abundar con los argumentos más contundentes sobre este tema que tanto perjuicio puede llegar a 
provocar a un sector como el arrocero. Este sector pudo sobrevivir a este quinquenio nefasto de los años 1999 a 2003 y hoy por 
hoy está nuevamente de cara al futuro con gran empuje, como fue siempre su principal característica. 


Como todos ustedes saben -supongo que ya se ha expresado- el 91% del agua con fines agrícolas corresponde a nuestro sector, 
dejando por fuera las aguas para embalses con fines hidroeléctricos. De manera que somos protagonistas -como lo ha señalado 
más de una vez el señor Senador Mujica en alguna audición- de primera línea en este tema. Lamentablemente cuando se concretó 
el proyecto de enmienda constitucional no fuimos consultados ni convocados para poder analizar los detalles del mismo. 


Sí debo recordar que en marzo de 2002 -en aquellos turbulentos tiempos en que se nos había venido abajo el país- previamente a 
aquella convocatoria de las entidades gremiales, empresariales y laborales del 16 de abril en el Obelisco y de aquella demostración 
de protesta contra lo que se venía, fuimos visitados por los doctores Bismark Font -lamentablemente, fallecido- y Guillermo García 
Duchini que, a texto expreso, nos consultaron sobre si nosotros acompañaríamos una propuesta que le diera rango constitucional 
al dominio de las aguas. Sin vacilar respondimos que hacía cuarenta años que estábamos tratando de que el dominio de las aguas 
fuera público y que fuera el Estado el que las regulara, tal como ocurre en todos los Estados modernos, los que, evidentemente, 
configuran las economías centrales. Respondimos también que estábamos dispuestos a acompañarlos en ese sentido. 


Pasaron dos años desde ese entonces y nos encontramos con este texto, por el que con tres palabras nos lleva a tener que buscar 
soluciones o levantar nuestra voz y, como contaba Navarro que se dijo en la Junta de Agua de Valencia "o hablamos o callamos 
para siempre". 


Coincidimos con el concepto moderno del Derecho -no con aquel concepto antiguo que recoge el Código Napoleónico de la 
propiedad privada con uso, goce y abuso- que plantea que la propiedad privada tiene una hipoteca social y que, fundamentalmente, 
tiene que velar por el interés y el bien común. En ese sentido, creíamos que la Comisión que estaba preparando esta enmienda 
constitucional había entendido cabalmente hasta dónde llegaba nuestro apoyo: a que las aguas fueran de dominio público. Pero 
cuál no fue nuestra sorpresa cuando nos enteramos que con tres palabras -lo señalaba recientemente el doctor Pollak- "con 
excepción de las pluviales", se nos está creando un enorme problema, al mismo tiempo que se tira por la borda el trabajo increíble 
que realizamos entre los años 1996 y 1999, para lograr un complemento a la Ley de Aguas que dijera, por lo menos a nivel de la 
legislación, que las cañadas también se las equiparaba a las fuentes de aguas profundas y navegables. Dio un trabajo enorme 
sacar aquella Ley pero, por la vía de los hechos, se manejaba perfectamente bien el tema de las aguas, en la medida en que el 
Estado hacía de cuenta que eran de dominio público. Con una gran eficiencia logramos el número de represas que tenemos hoy 


con las que regamos prácticamente el 50% del área arrocera. Es por esa vía, el único camino, que el sector arrocero puede crecer. 
Me refiero a esa vía del aprovechamiento de las aguas pluviales. Un país que no tiene petróleo; un país que no tiene minerales 
valiosos -como, por ejemplo, diamantes- ni estratégicos, así como tampoco mayores recursos que los que nos da el agro, creo que 
el agua es lo que le agrega la gran ventaja comparativa. Hoy por hoy se debe aprovechar un 3% o un 4% del agua de lluvias, no es 
más que eso lo que se aprovecha, lo demás, al decir de la copla manriqueña, son aguas que van a los ríos menores y los ríos 
mayores van a la mar, que es el morir. Dicho de otro modo, son aguas que van a dar al mar, que se pierden para la comunidad y el 
país. 


No tendríamos ningún problema si todo siguiera como está porque, por la vía de los hechos, se manejaban las aguas como si 
fueran de dominio público. Sin embargo, al dar rango constitucional a la excepción, tenemos temor de que ésta sirva para 
convulsionar y generar el apetito que suele aparecer inmediatamente en todos aquellos que no fueron capaces de crear una 
represa o una empresa con riego y, entonces, pretendan obstaculizar el normal funcionamiento de las represas existentes y frenar 
lo que debe ser fundamentalmente el crecimiento del sector agrícola uruguayo, es decir, con riego. Todos ustedes conocen lo que 
ocurrió con la soja, la moda que hubo con ese cultivo. Cuando llegó a nuestro país, tardíamente, el año pasado, se pensó que iba a 
dar una enorme cosecha, de 260.000 hectáreas, y no llegó ni a 2.200 kilos por hectárea, posiblemente, porque faltó lluvia en un 
país que carece de un sistema pluviométrico regular. Por ese motivo es que el arroz ha sido el cultivo de verano por excelencia, 
eficiente más allá de la tecnología y del cuidado que se le ha hecho, porque se ha podido disponer del riego para su manejo. 


Pues bien; nos llama la atención que en la declaración de principios, en la parte de fundamentos de la enmienda constitucional, se 
diga que el agua debe tener un dominio público y que, cuando se instrumenten los artículos concretos que van a ingresar al texto 
constitucional, se incluya esa excepción con esas tres palabras. Con ello, además, pierde sentido todo lo que tiene que ver con el 
ciclo de las aguas. No voy a extenderme en detalles técnicos, porque el trabajo de los doctores Navarro y Pollak -que va a quedar 
en poder de los señores Legisladores- es suficientemente claro y preciso para demostrar la importancia que tiene que contemplar 
todo el ciclo de las aguas y no cortarlo justamente en la parte neurálgica, que es donde se la utiliza para riego, en este caso del 
arroz, pero que más adelante se tendrá que encarar la posibilidad de utilizarlo con el maíz, la soja y otros cultivos de verano. Hoy 
por hoy, es de las pocas fuentes de recursos que tiene el Uruguay para generar mano de obra y el ingreso de divisas, así como la 
recuperación y la reactivación indispensable de la maltrecha economía que, justamente, se derrumbó en 2002. 


No quiero abundar más en estos detalles, porque los otros compañeros querrán hacer su aporte, pero deseo señalar a esta 
Comisión que comprendemos lo difícil que sería, con tan pocos días por delante -antes del 31 de julio próximo- redactar un texto 
sustitutivo de éste. Ayer nos reunimos con todos los miembros de la Comisión; después de dos horas de intercambio de ideas, y 
antes de retirarnos, nos dijeron que se iban a quedar a tomar posición. Hoy de mañana llamé a la señora Adriana Marquisio, quien 
me manifestó que comprenden absolutamente nuestras razones y que está en el espíritu de la unanimidad de la Comisión nuestra 
preocupación en el sentido de que el dominio debe ser sobre todas las aguas y no exceptuarse las pluviales, pero que no van a 
hacer una gestión para modificar el texto porque podría afectarse la posibilidad de reunir las voluntades para sacarlo adelante. 


Reitero que la Comisión está absolutamente consustanciada con nuestra preocupación y que sus integrantes están dispuestos, 
incluso, a aportar su punto de vista a cualquiera de los sectores que se lo recaben, en el sentido de que coinciden absolutamente 
con nuestra posición. No puede ser de otra manera, dado que estamos diciendo que, aparte de los artículos que están en el 
proyecto de enmienda constitucional, queremos que el dominio de las aguas por parte del Estado sea "in totum" y que no se corte 
el ciclo del agua. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR NAVARRO.- Quisiera referirme a dos puntos. 


En primer lugar, creo que la Comisión debería tener bien en claro que estamos a punto de convertir en una norma constitucional, un 
concepto por el que el sector peleó durante muchos años, que consiste en que el dominio público del agua sea total. Esta es una 
oportunidad y no quisiéramos dejarla pasar, porque seguramente pasarán muchos años antes de que ello vuelva a ocurrir. 


La situación nos lleva a pensar que es mejor como está, porque la enmienda nos retrotraería en el tiempo, llevándonos a la 
incertidumbre de leyes con las que el país ha podido avanzar en el tema del agua en los últimos tiempos. Quizás la Comisión lo 
planteó sin esa intención, porque los consultamos acerca de por qué otras aguas privadas pasaban a dominio público y se hacía 
esa excepción nada más que con las aguas pluviales, cuando las otras también son de dominio privado. Realmente, la 
contestación que nos dieron no nos satisfizo y no quedó clara cuál había sido la intención. 


De todos modos, estamos un poco en la coyuntura de dar un paso y resolver definitivamente el tema dentro del país en lo que es 
un recurso fundamental, como el aire y el agua, o retrotraernos en el tiempo. Esto último sería volver hacia atrás en todo lo que se 
estuvo avanzando en los últimos años. 


En segundo término, en toda la legislación vigente en América Latina, en España, en Francia y en Portugal, el dominio público del 
agua está aprobado, así como en todos los congresos internacionales. Integro la Asociación Internacional de Derecho de Agua y 
eso ya no se discute, sería como discutir la democracia y la libertad. Lo que se discute es el uso del agua, los derechos de 
aprovechamiento, las concesiones, los permisos, cuáles son los privilegiados, a qué se da prioridad dentro de una cuenca o cómo 
se administra la cuenca. Quiero decir con total tranquilidad, que si esto llega a aprobarse en nuestro país y lo mandamos a la FAO, 
van a decir que la que se mandaron los uruguayos es de película. Digo esto, porque sería replantear una cosa que ya está 
aprobada en todos los congresos internacionales desde hace cincuenta años. Inclusive, hoy la legislación avanza en el sentido de 
que no se legisle sobre este recurso solamente, sino que las leyes tienen que ser de los recursos naturales renovables en su 
totalidad, porque la forestación, el agua y todo lo demás va en una coordinación y la legislación tiende a abarcar a todos y no a 
hacerlo por sector. 


Nosotros queremos hacer llegar esta incertidumbre, porque si aprobamos una norma constitucional, luego sería muy complicado 
modificarla -a diferencia de una norma legal, como ocurre en todas partes del mundo- justamente por la solidez que da una norma 
de este tipo, y ello no nos dejaría bien parados ante el mundo. 


SEÑOR CARDOZO.- Para puntualizar lo que decía el doctor Navarro, en la página 19 del Repartido que elaboramos, está lo que 
nosotros proponemos para el caso de que sea posible incluirla en algún proyecto que se pudiera presentar. Es muy breve; modifica 
nada más que el artículo 2* y dice lo siguiente: "Todas las aguas, dentro del territorio nacional integradas en el ciclo hidrológico, 
constituyen un recurso unitario subordinado al interés general que forma parte del dominio público estatal, como dominio público 
hidráulico del Estado". 


SEÑOR SEGOVIA.- Estaba leyendo con cuidado el texto que viene y el propuesto, y simplemente voy a hacer algunas referencias 
que pueden verse como de apoyo o no, pero se trata de experiencias personales por la vinculación que he tenido con el tema de 
las aguas por ser agrimensor. En muchos casos he tenido que definir las características de las aguas -a veces no totalmente 
definidas- y si los cursos eran navegables o no. Los que no integran la parte del sistema navegable -sobre todo arroyos y cañadas- 
siempre aparecen en toda titulación -lo sabrán perfectamente quienes la manejan- como de propiedad privada. Por ejemplo, en mi 
trabajo profesional no medía esos arroyos hasta el borde del cauce, sino hasta el medio, y están integrados al patrimonio del 
propietario. 


En cuanto al problema de arroceros, las represas que nos aparecieron en la vida profesional -primero vinculado a pequeñas 
represas de la zona norte, de Rivera y Tacuarembó, y luego a represas grandes con un caudal de agua muy importante- generaron 
hechos difíciles de manejar cuando se trataba de uso exclusivamente privado y generaban hechos insólitos en las aguas hacia 
abajo. 


Me parece de buen recaudo tratar de profundizar en el tema de que se haya establecido esa excepción. Aclaro que digo esto en 
forma personal y no como posición de grupo o política, pero me parece que la inclusión de esto va a traer muchas más dificultades 
que las que han tenido todas las aguas en sus usos. Además, se van a incorporar dificultades desde el punto de vista legal que no 
será fácil solucionar. En algunas partes se va a entrar, prácticamente, a una expropiación del dominio privado que ha incorporado 
parte de esos cauces. Por tanto, creo que esta solicitud es de buen alcance y deberíamos tenerla en cuenta. 


Simplemente se trata de una reflexión y les digo que voy a tratar con un poco más de profundidad el tema, con esta excepción de 
las pluviales, pero a primera vista me parece que habría que buscar un apoyo a la propuesta que traen ustedes, eliminando por lo 
menos esas palabras. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Voy a hacer algunas reflexiones que me parecen pertinentes. 


En primer lugar, como ustedes comprenderán, estamos absolutamente acotados por los plazos para modificar esta norma. Lo que 
está a consideración de la ciudadanía es una norma que no tiene esa inclusión que ustedes quieren hacer y, por lo tanto, desde el 
punto de vista legal es imposible ponerla en este momento. La única alternativa que podría existir -pero creo que está fuera de 
todos los términos razonables por los plazos que hay- es que hubiera otro proyecto de reforma, pero quizás esto tenga como 
consecuencia que no se apruebe ninguno. 


Si bien es verdad que algunos sondeos de opinión están estableciendo que un 70% de votantes de determinado partido político 
votarían esta reforma, a lo que se sumaría un 50% de otro sector y un 30% o un 40% de un tercero, lo cierto es que una propuesta 
alternativa, desde mi punto de vista, con toda probabilidad dividiría -no estoy actuando aquí de politólogo, sino de político- a la 
población en tercios: uno que no votaría nada, uno que votaría la propuesta original y un tercero que votaría la alternativa. De esta 
forma, no saldría ninguna y quedaría todo como está, en cuyo caso me parece que podríamos estar en condiciones de comenzar a 
trabajar el tema de vuelta. 


Como decía el doctor Navarro, la inclusión de la excepción en una norma constitucional en el caso de la Constitución uruguaya - 
que es muy rígida por cuanto, felizmente, la ciudadanía tiene que opinar sobre cualquier reforma constitucional- tiene que desatar 
un mecanismo de participación que es muy pesado y lento. Estas firmas se consiguieron durante dos años de trabajo y con un 
margen bastante justo; debe tenerse en cuenta que se requiere del 10% del Cuerpo Electoral -lo que significa alrededor de 
2:400.000 electores- mientras que aquí se consiguieron apenas 280.000 firmas. 


Entonces, me gustaría profundizar un poco con ustedes acerca de cómo se vehiculiza esa propuesta. Nosotros estamos 
comprometidos con esta reforma. Es bien conocida la posición de los partidos políticos, en general, al respecto y los dos 
candidatos que tienen mayores posibilidades, en este año electoral, de alcanzar la Presidencia de la República, están 
comprometidos con esta iniciativa. Por lo tanto, no sé si el tratamiento de una ley antes de esta reforma -o inmediatamente después 
de la misma- que tenga el alcance que ustedes están proponiendo, tendría un efecto sobre el texto que fuera eventualmente 
aprobado en esa reforma constitucional. 


Esa es la pregunta que hago, sobre todo, teniendo en cuenta esta perentoriedad de plazo que nos quita un 90% de nuestras 
posibilidades de margen de maniobras. 


SEÑOR AGUERRE.- En el día de ayer en la Comisión, se nos hacía ver el punto de vista pragmático en cuanto a las posibilidades 
de alcanzar la aprobación de esta iniciativa, por mayoría, en octubre. 


Quiero que por un momento no pensemos que no se puede alterar nada. Todos estamos de acuerdo con que esto está mal ya que, 
en primer lugar, está mal que no se haya considerado en una enmienda constitucional que pretende que las aguas sean públicas y 
que se haya excluido al principal usuario de las aguas, sobre todo, cuando desde 1982 ese conjunto de usuarios -el sector de 
arroceros- ha tratado desde el año 1995, en este recinto, que por la Ley de Riego las aguas sean públicas. Digo esto, con el mismo 
pragmatismo que, de alguna forma, anima la pregunta del señor Senador Nin Novoa. En algunas oportunidades hemos hablado de 
las posibilidades de riego de este país. Quiero recordar a los señores Legisladores y a los compañeros de delegación del sector 
arrocero, que mientras estábamos discutiendo la Ley de Riego, hubo un proyecto de financiamiento del BID, llamado PRENADER, 
que se destinó en un 70% al sector arrocero, que permitió la inversión de alrededor de U$S 18:000.000 Ó U$S 19:000.000 y que - 
no tengo los números exactos, pero lo estimo por el conocimiento que tengo de la zona- en más de un 75%, no terminó dando más 
competitividad al sector arrocero, sino que culminó como un crédito subsidiado -tenía una tasa de subsidio dependiendo del grado 
de multipredialidad que tuvieran las obras- que redundó en un beneficio para los propietarios de la tierra, que vendían agua a los 
arroceros. 


Si pensamos que este país no tiene muchas más riquezas que las que puede generar a partir del agro, que tenemos las 
condiciones de una orografía benigna en cuanto a las posibilidades de captación de agua de escurrimiento superficial, que tenemos 
los niveles de productividad más altos del mundo en arroz, y que tenemos equis miles de hectáreas más para desarrollar, lo lógico 
es tratar de evitar los errores que se cometieron en el desarrollo hidráulico anterior, que mucho tienen que ver con la ausencia de 
una norma que declarara que las aguas son públicas. Incluso, los consultores que vinieron antes del PRENADER -entre ellos un 
chileno, el señor Anguita- opinaban que una de las limitantes que había era que las aguas eran privadas. 


Mediante estos -con perdón de los abogados- "parches" jurídicos -leyes y, sobre todo, decretos que habilitaron a que la Dirección 
Nacional de Hidrografía regulara la situación, porque las aguas son constitucionalmente privadas- se encontró una solución para 
que el Estado no siguiera perdiendo dinero como consecuencia de los juicios que se le hacían. Pero esto limitó la posibilidad del 
desarrollo hidráulico a partir del PRENADER, porque todas las obras del PRENADER son monoprediales. Como, por suerte, no 
existen más predios de 30.000, 40.000 ó 50.000 hectáreas, es difícil que una obra eficiente desde el punto de vista hidráulico, en 
cuanto a la captación, a la relación de superficie embalsada-metros cúbicos embalsados y, sobre todo, a los suelos que deja bajo 
agua, se haga con un carácter de predial. Entonces, el PRENADER terminó financiando obras que están lejos de ser las obras 
importantes que este país tendría que hacer. 


En alguna oportunidad hemos comentado que hemos dejado muchas miles de hectáreas de suelos fértiles bajo agua, cuando, en 
realidad, podríamos haber captado esa agua en otros lugares. Lo que está hecho, hecho está, pero me pregunto: ¿vamos a tener 
que seguir creciendo en el sistema hidráulico nacional con un concepto de cuenca predial o, de una vez por todas, vamos a pensar 
en un concepto de cuenca hidrológica, es decir, un concepto geográfico, con la mejor utilización de los recursos? Y hoy tenemos 
dificultades para eso. 


Cuando hay que hacer una carretera, si pasa por un campo hay una indemnización. Sin embargo, hoy eso no existe, y menos va a 
existir si en nuestra Constitución consagramos las aguas -que en todos los países del mundo donde la propiedad privada es 
sacrosanta, son públicas- como privadas. Me parece que es un retroceso, y -respetuosamente- me permitiría preguntarles si no es 
suficientemente importante como para replantear el tema. 


El señor Senador Nin Novoa planteaba que se corre el riesgo de dividir las posiciones y que no se logre nada. Pero me pregunto: 
¿está bien que hagamos algo en lo que todos estamos de acuerdo que está mal? No creo que ningún organismo financiero vaya a 
viabilizar emprendimientos de inversión si hay dudas sobre la titularidad del agua. Y no existe forma de desarrollar un sistema de 
riego en un país si alguien no invierte. Es decir: la pregunta que se hacía el consultor chileno, se las haría un consultor de la FAO o 
del BID; no tiene sentido en este mundo. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Mi intervención estuvo motivada en una reflexión desde el punto de vista práctico y porque, además, ante el 
planteo del señor Presidente de la Comisión en cuanto a cuál era la solución, ustedes respondieron que traían una solución. 
Entonces, mi pregunta era cómo se vehiculizaba esa solución que está escrita allí, porque una reforma constitucional no es posible 
-tendríamos que conseguir 280.000 firmas- y no sé qué efecto tendría una ley sobre una norma constitucional; creo que ninguno. 


Creo que si la Constitución expresamente deja afuera a las aguas pluviales, la ley no puede decir lo contrario. Si sucede esto la ley 
sería inconstitucional. 


SEÑOR NAVARRO.- Ahora no lo sería. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Ahora no lo sería pero cuando se apruebe el plebiscito va a ser otra cosa. En ese sentido, se motivó mi 
intervención. 


SEÑOR MANINI.- En el día de ayer, en la Comisión -y creo que también cuando concurrieron los doctores Navarro y Polak- se les 
preguntó a sus miembros por qué habían cometido -desde nuestro punto de vista- este grave error. Se nos contestó que había 
organizaciones o grupos que hacían cuestión de principios por este tema. Entonces, cuando el ingeniero Aguerre lo presionó un 
poco al doctor García Luchini mencionó a la Federación Rural. Inmediatamente me puse en contacto con su presidente, el señor 
Roberto Uriarte, quien dijo que los habían visitado informalmente y les manifestaron que estaban de acuerdo en que se pudiera 
utilizar el agua para el uso que se les da en las represas de riego. Es más; en el punto 7) de los aspectos de la reforma se dice que 
el agro que utiliza fundamentalmente agua pluvial no se ve afectado ni siquiera en el dominio del recurso. La pertenencia del 
dominio público otorga garantías a los productores agropecuarios que no existen en los países donde el recurso se considera 
propiedad privada ya que no es objeto, en muchos casos, de fuertes especulaciones que impiden un acceso equitativo. 


Pensamos que es inexplicable que esas tres palabras estén generando este problema y dilema que tendríamos que solucionar hoy 
porque se nos van los días, las horas, los minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A esta altura esto no lo arregla ni Peteco. Esto tiene una inercia que ahora hasta tiene vida propia. Hay 
que ver cómo se retrovierte esta situación. Pienso que no hay otro camino que no sea una enmienda constitucional y soportar en el 
intermedio todo lo que haya que soportar. No veo otra solución o ¿vamos a votar una ley interpretativa? No se puede. 


SEÑOR NAVARRO.- Señor Presidente: lo que pasa es que nosotros, el sector arrocero, traemos la propuesta pero son los 
Legisladores los que tienen que buscarle la salida. Ustedes son los políticos y son los que tienen que ver cómo se puede solucionar 
esto. En lo que a mí respecta pienso que no puede costar tanto sacar tres palabras de un proyecto cuando todos estamos de 
acuerdo. Lo peor de todo es que todos estamos de acuerdo, hasta la propia Comisión del Agua lo está. Si se quiere llevar a nivel 
constitucional una norma de esta naturaleza, tenemos que encontrar alguna salida. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Los que tienen que plantear una solución son los juristas. Pero desde el punto de vista jurídico no se puede 
introducir ninguna modificación a este texto de enmienda. 


SEÑOR POLAK.- Lo único que pide el sector es la inclusión de esto. Lo mismo sucedió en el año 1966 con la Reforma Naranja. El 
mecanismo comenzó a funcionar con la Reforma Gris y eso catapultó una unión importante para llevar delante en forma 
consensual la Reforma Naranja. 


En realidad, hubo tres proyectos de reforma, pero finalmente se aprobó la Naranja, porque hubo consenso al respecto. 


Lo único que tiene el sector para tocar en este tema, en cuanto a la legitimación, es el uso del agua para riego; no puede 
inmiscuirse en el tema de las indemnizaciones, del saneamiento, del agua potable, etcétera. En consecuencia, el sector solamente 
solicita que en caso de que haya un proyecto alternativo se incluyan en él estas consideraciones. 

(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 


(Es la hora 17 y 11 minutos.) 
Material anexo 
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